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It is known that gender pay gap is a worldwide 

problem. Even though it is now a lot smaller than 

it used to be, there is s  ll a lot to improve. In this 

context, the present ar  cle analyzes the legal 

treatment that this situa  on currently receives 

in Peru, focusing on equal pay and treatment 

within labour rela  onships. Its arguments are 

reinforced by na  onal and interna  onal doctrine 

and jurisprudence. 

As a result of this analysis, the author details the 

criterion that are to be followed by judges and 

government inspectors, when determining the 

validity of unequal payment in certain cases. This 

criterion can also help dis  nguishing those cases 

in which the employer has commi  ed a hos  le or 

discrimina  ng act.

K  : gender pay gap; wage equity; right to 

equal treatment; labour discrimina  on.  

La brecha salarial entre hombres y mujeres es un 

problema de dimensiones globales en el que, si 

bien se ha avanzado mucho, aún queda mucho 

por recorrer. En este contexto, el presente ar  culo 

aborda, a par  r de doctrina y jurisprudencia nacio-

nal e internacional, la problemá  ca en torno a la 

igualdad salarial en el Perú. Para ello, desarrolla 

de manera previa el contenido esencial del derecho 

de igualdad, el derecho a la remuneración y el de-

recho a la no discriminación, y cómo estos toman 

forma en el marco de las relaciones laborales. 

Como resultado de este análisis, se detallan los cri-

terios que deben  seguir tanto los jueces como los 

organismos fi scalizadores para determinar cuándo 

una diferenciación salarial es legí  ma o no, y si 

esta ha cons  tuido un acto hos  l o discriminatorio.

P  : brecha salarial; equidad salarial; 

derecho a la igualdad, discriminación laboral.
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DERECHO A LA IGUALDAD Y REMUNERACIÓN EQUITATIVA

I. INTRODUCCIÓN

La igualdad, a lo largo del  empo, ha evolucionado 
desde ser un enunciado principista hasta consoli-
darse como una máxima de convivencia y de legí-
 mo bienestar social. Históricamente, el derecho 

a la igualdad logró una de sus máximas conquistas 
con la Revolución Francesa y la Revolución Ame-
ricana y tuvo un ma  z original coexistente con el 
derecho a la libertad que buscaba la consagración 
principista del concepto de la generalidad de la 
norma dictada por la autoridad polí  ca, sin dis  n-
ciones. En este contexto, señala García Toma, el 
principio de igualdad se vio absorbido por el princi-
pio de legalidad. Por consiguiente, se consideraba 
como iguales a aquellos a quienes la ley considera 
como tales, y diferentes a aquellos otros a quienes 
ella misma diferenciara (2003, p. 166). 

En la actualidad, el derecho a la igualdad ha evo-
lucionado y se cons  tuye en una exigencia que va 
de la mano de la real percepción de la jus  cia y 
del desarrollo de toda sociedad. Sin embargo, la 
igualdad es más compleja que su solo enunciado 
o la an  gua concepción del control de acceso a la 
jus  cia. Hoy involucra diferentes premisas que nos 
permiten observar que ésta implica un desarrollo 
previo, indispensable para su efi ciente rol social. Al 
respecto, Amartya Sen señala lo siguiente:

 Somos profundamente diferentes, tanto en 
nuestras caracterís  cas internas, tales como 
la edad, el género, las capacidades generales, 
los talentos par  culares, la propensión a la 
enfermedad, etc., como en las circunstancias 
externas, como la propiedad de los ac  vos, la 
extracción social, los problemas de circunstan-
cia y otras. Precisamente por esa diversidad, 
la insistencia del igualitarismo en un campo 
requiere el rechazo del igualitarismo en otro 
(2006, p.27).

Observamos, entonces, que la igualdad implica, a 
su vez, la existencia de diferencias obje  vas que 
deben ser tratadas de forma tal que se consiga un 
legí  mo trato igual. Ahora bien, las diferencias que 
podemos encontrar en nuestra sociedad no nece-
sariamente requieren el mismo tratamiento legal 
ya que son de dis  nto ma  z. Sin embargo, en esta 
ocasión, nos centraremos en aquellas que  enen 
especial infl uencia en las relaciones de trabajo y 
en su impacto par  cular en la remuneración de los 
trabajadores. 

II. DISCRIMINACIÓN Y TRATO DESIGUAL

La igualdad es un tanto un principio como un de-
recho, y busca colocar a las personas situadas en 
idén  ca condición en un plano de equivalencia. 

Ello implica una conformidad o iden  dad por coin-
cidencia de naturaleza, circunstancias, calidad, 
can  dad o forma, de modo tal que no se establez-
can excepciones o privilegios que excluyan a una 
persona de los derechos que se conceden con 
otra, en paridad sincrónica o concurrencia de razo-
nes (García Toma, 2003, 169). Esto quiere decir, en 
otras palabras, que debe tratarse de igual manera 
a quienes  enen idén  cas condiciones y caracte-
rís  cas y, en caso de exis  r diferencias obje  vas, se 
adecúen medidas para lograr una efec  va igualdad 
de oportunidades. 

Hecha esta defi nición, antes que nada, es de espe-
cial importancia dis  nguir a la discriminación del 
trato desigual. Ambas conductas atentan directa-
mente contra el derecho a la igualdad. Sin embar-
go, su impacto y control son dis  ntos. Determinar 
la existencia de discriminación a un trabajador o 
trabajadora presupone su pertenencia a uno de 
los grupos sociales previstos en el ar  culo 2 de la 
Cons  tución, es decir, grupos de dis  nto origen, 
raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición 
económica o de cualquier otra índole que deter-
mine algún  po de segregación basada en alguna 
caracterís  ca par  cular. El mandato de no discri-
minación exige, según señala Blancas, que se im-
pida a los miembros de los sectores mencionados, 
u otros análogos, de gozar de las mismas oportuni-
dades y del mismo trato que se dispensa al resto, 
siendo esta la exigencia mínima para avanzar hacia 
una noción sustan  va de la igualdad (2007, p.139). 

Esta premisa cons  tucional está directamente liga-
da al contenido del Convenio 111 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, ins  tución que ha 
proclamado que “la discriminación en el empleo y 
en la ocupación supone una diferenciación de tra-
to de las personas por mo  vo de su raza, color o 
sexo, entre otros mo  vos, independientemente de 
cuáles sean sus ap  tudes o los requisitos del traba-
jo que deban desempeñar” (1958).

Blume Moore señala, siguiendo a Sáez, que la 
existencia de los mo  vos cons  tucionales o le-
galmente vedados es una de las par  cularidades 
que presenta el derecho fundamental a la no dis-
criminación, el cual se encuentra ausente en el 
principio de igualdad (2010, p. 27). Agrega que el 
concepto de discriminación  ene un fi n eminente-
mente protector, en la medida que busca restringir 
y sancionar la aplicación de actos discriminatorios 
en perjuicio de los colec  vos sociales segregados, 
situación que no se presenta en el contenido del 
derecho fundamental de la igualdad. 

Entonces, resulta ahora necesario comprender 
qué es lo que abarca el derecho al trato igual. 
Según nos señala Neves Mujica, en el Derecho 
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del Trabajo, el derecho a la igualdad, en su sen-
 do formal, exige una verifi cación de hecho que 

permi  rá comparar a los individuos y, a par  r de 
ello, determinar si su situación es semejante o no 
y después reclamar un trato correspondiente a lo 
comprobado. Es así como afi rma que el trato no 
puede ser desigual para los iguales, ni igual para 
los desiguales (1997, p. 115). 

En palabras del Tribunal Cons  tucional, el derecho 
a la igualdad consagrado en el numeral 2 del ar  -
culo 2 de la Cons  tución no  ene una lectura abso-
luta; por el contrario, conforme lo ha reconocido, 
no toda diferenciación está prohibida, en tanto 
ésta se sustente en una base obje  va, razonable, 
racional y proporcional. 

Así, en la sentencia recaída en el  expediente 1399-
2001-AA/TC, publicada el 18 de marzo de 2003, 
se señala:

 La cláusula de igualdad está referida a que no 
se introduzcan diferenciaciones de trato que 
no tengan base obje  va o no sean razonables, 
eso es, que se trate de tratamientos arbitrarios 
basados en la subje  vidad, capricho o en virtud 
de criterios ar  fi ciosos conforme aparece de la 
hipótesis nega  va detallada en el inciso 2 del 
ar  culo 2 de la Cons  tución […]

En conclusión, no todo trato desigual, es incons-
 tucional, sino únicamente aquel que aparezca 

como decididamente irrazonables 

En esta misma línea, la sentencia contenida en el 
Expediente 2510-2002-AA/TC, indica que se no se 
vulnera el principio de igualdad cuando existe tra-
to diferenciado entre personas en caso exista una 
jus  fi cación obje  va y razonable para esa dife-
rencia de trato. Añade a esta afi rmación que:

 La primera condición para que un trato des-
igual sea admisible, es la desigualdad de los su-
puestos de hecho. Es decir, implica la existencia 
de sucesos espacial y temporalmente localiza-
dos que poseen rasgos específi cos es intransfe-
ribles que hacen que una relación jurídica sea 
de un determinado  po y no otro.

El Tribunal Cons  tucional también ha indicado, en 
 el expediente 1875-2004-AA/TC, que:

 El principio de igualdad no se encuentra reñi-
do con el reconocimiento legal de la diferencia 
de trato, en tanto éste se sustente en una base 
obje  va, razonable, racional y proporcional. El 
tratamiento jurídico de las personas debe ser 
igual, salvo en lo a  nente a la diferencia de sus 
“calidades accidentales” y a la naturaleza de las 
cosas que las vinculan coexistencialmente.

Como apreciamos, Tribunal Cons  tucional, máxi-
mo intérprete de la Cons  tución, reconoce la con-
sagración del principio de igualdad, sin embargo, 
advierte que esta fi gura no es ilimitada, y, ante va-
riantes verifi cables de supuestos de hecho resulta 
viable la diferenciación obje  va, la misma que, a su 
vez, y tal como analizaremos en líneas posteriores, 
ha sido tratada por la Corte Suprema, al determinar 
los criterios básicos a considerarse para verifi car si 
nos encontramos o frente a un caso de discrimina-
ción, como la invocada en el caso concreto.

Compar  mos plenamente esta posición, pues la 
diferenciación obje  va es la que permi  rá apreciar 
si el empleador estará incurriendo o no en una vul-
neración del principio en cues  ón. Si la diferencia-
ción obje  va existe, estaríamos frente a un trato 
desigual válido; sin embargo, en ausencia de ella, 
podríamos adver  r no solo un trato desigual invá-
lido, sino que, potencialmente, podríamos estar 
ante un caso de discriminación, cuya existencia se 
verifi cará si la diferenciación está relacionada con 
la pertenencia a alguna de los grupos protegidos 
por el ar  culo 2 de la Cons  tución.

Por lo tanto, podemos observar que no todo trato 
desigual implicará la existencia de trato discrimina-
torio, sino que este úl  mo se defi ne a par  r de in-
dicadores que permitan apreciar la intención de un 
desbalance en contra el grupo social que objeto dis-
criminación en la persona de uno o más individuos. 

El derecho a la igualdad  ene dos ma  ces claros: 
(i) el de igualdad ante la ley, consistente en que 
ésta debe ser aplicada por igual a todos los ciuda-
danos que están en similar y situación; y (ii) el de la 
igualdad de oportunidades o de trato, que, desde 
el punto de vista de las relaciones de trabajo, im-
plica que el trabajador  ene el derecho a que su 
empleador le brinde un trato igual al que reciben 
sus compañeros de trabajo, siempre que las condi-
ciones de ambos sean iguales.

En esta oportunidad abordaremos la segunda de 
esas acepciones. Asimismo, desarrollaremos algu-
nas premisas puntuales y muy importantes para 
garan  zar el respeto por la igualdad de trato re-
munera  vo de los trabajadores.

III. ASPECTOS GENERALES SOBRE LA REMUNE-
RACIÓN

Es ampliamente conocido que el contrato de tra-
bajo dis  ngue tres elementos esenciales consis-
tentes, los cuales son la prestación personal, la 
remuneración y la subordinación.

La remuneración o el salario cons  tuye, junto al 
servicio realizado por el trabajador, el objeto del 
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contrato de trabajo (Mar  n Valverde, Rodríguez-
Sañudo Gu  érrez y García Murcia, 2011, p. 610). 
Así, a cambio de la prestación subordinada reali-
zada, el empleador genera una retribución eco-
nómica denominada remuneración y que debe 
haber sido pactada en forma previa. Usualmente, 
la suma a pagar se ha establecido en el contrato 
de trabajo en forma voluntaria y bilateral. Sin em-
bargo, el medio por el que puede fi jarse la cuan  a 
del salario es triple: la norma estatal, el convenio 
colec  vo del contrato individual (2011, p. 626). 

Bajo estas premisas, observamos que la retribu-
ción por el trabajo realizado es la obligación ele-
mental del empleador en el contrato de trabajo. 
Sin embargo, esta no se subsume solo al pago de 
una suma acordada, sino que abarca criterios más 
amplios y trascendentes, entre los cuales se en-
cuentra la igualdad salarial. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha 
indicado que, en los casos en que el Estado no esté 
en condiciones de garan  zar la aplicación del prin-
cipio de igualdad de la remuneración, está obliga-
do a promover su aplicación (1986, p. 43).

Al respecto,  Mar  n Valverde, Rodríguez-Sañudo 
Gu  érrez y García Murcia (2011), hacen referencia 
al Estatuto de Trabajadores de España, en cuyo ar-
 culo 28 encontramos un interesante aporte, pues 

observamos que se ordena al empresario “pagar 
por la prestación de un trabajo de igual valor, la 
misma retribución, sa  sfecha directa o indirecta-
mente, y cualquiera que sea la naturaleza de la 
misma, sin que pueda producirse discriminación 
alguna por razón de sexo en ninguno de los ele-
mentos o condiciones de aquella”. 

El autor precisa que la norma española permite 
apreciar las siguientes caracterís  cas: i) alcan-
za a pactos individuales y sindicales, ii) impide la 
discriminación por cualquier causa, iii) impone la 
igualdad salarial ante un trabajo de igual valor, sin 
impedir las diferencias jus  fi cadas por razones 
obje  vas, iv) se aplica a todos los elementos del 
salario y a conceptos extrasalariales (2011, p. 633). 

Nos parece que el referido Estatuto nos brinda 
adecuadas nociones conceptuales que pueden 
a ayudarnos a iden  fi car las caracterís  cas de lo 
que implica la remuneración. Bajo esta premisa, 
nos interesa el tercer punto, referido a la igualdad 
salarial basada en razones obje  vas, pues no solo 
resalta la importancia de la diferenciación obje  va, 
sino que, además, se trata de una estructura que 
permi  rá un legí  mo ejercicio del trato igual, en 
este caso, en el ámbito remunera  vo.

Conviene, antes de dar paso a criterios técnicos, 
conocer el estado actual del tratamiento de las 

remuneraciones a nivel global y local y si este en-
cuentra difi cultades en el ámbito de las brechas 
salariales.

Al respecto, la OIT da cuenta de la difi cultad para 
acceder a información sobre los niveles de des-
igualdad salarial. Si embargo, en base a encuestas 
se ha concluido que el problema de la desigualdad 
salarial es considerablemente más grave en países 
de ingreso bajos y medios que en países de ingre-
sos altos. Al separar a los países en grupos según su 
nivel de ingresos, se advierte que el Perú presenta 
una de las brechas salarias más bajas al interior de 
su grupo, pero ello no signifi ca que el problema no 
exista, pues se los esfuerzos deben con  nuar hasta 
que la brecha desaparezca del todo. 

Cobra par  cular importancia la brecha salarial de 
género, pues esta se u  liza ampliamente como un 
indicador de la desigualdad de género en el mun-
do del trabajo y también, con frecuencia, para 
supervisar el progreso hacia la igualdad de géne-
ro a escala nacional o internacional. De acuerdo 
con el Informe Mundial Sobre Salarios de la OIT 
(2018-2019), a escala mundial, las mujeres con  -
núan teniendo menos posibilidades que los hom-
bres de par  cipar en el mercado de trabajo. La 
brecha mundial relacionada con la par  cipación 
en la fuerza laboral se ha es  mado en 27 puntos 
porcentuales, y las brechas de par  cipación con  -
núan siendo amplias par  cularmente en los Esta-
dos Árabes, el norte de África y el sur de Asia, de 
manera tal que en cada caso supera los 50 puntos 
porcentuales. 

En esta línea, se observa la necesidad de generar 
mecanismos de regulación que permitan el acceso 
a un salario en igualdad, superando, tanto asun-
tos de género, como cualquier otro factor que in-
terfi era con la determinación de remuneraciones 
equita  vas. 

IV. REMUNERACIÓN EQUITATIVA EN EL PERÚ

Observamos, entonces, que, para generar un 
adecuado trato salarial a los trabajadores, es im-
portante establecer cuáles serían las premisas ob-
je  vas que permitan consolidar el ejercicio de su 
derecho a la igualdad. 

Hasta hace algunos años, en nuestro país, las no-
ciones o alcances sobre la aplicación de criterios 
para generar remuneraciones equita  vas, se cir-
cunscribían a los alcances generales contenidos en 
la Cons  tución Polí  ca del Estado y a los Conve-
nios de la OIT. Luego, la regulación encontró pau-
tas más concretas a través de jurisprudencia emi-
 da por los órganos jurisdiccionales. Así, la Corte 

Suprema, expidió con carácter de observancia 
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obligatoria, la casación 208-2005-PASCO, hacien-
do referencia a factores obje  vos y subje  vos de 
diferenciación, y estableciendo los criterios idea-
les y mínimos aplicables para determinar si existe 
igualdad obje  va entre dos trabajadores los cuales 
enunciamos y analizamos a con  nuación:

a) La procedencia de los trabajadores: Esta 
pauta fue fi jada a par  r de la demanda que 
generó la sentencia, en la cual un trabajador 
solicitaba percibir el mismo sueldo que su 
colega, debido a que sus puestos tenían la 
misma nomenclatura. Sin embargo, al revi-
sar el historial laboral de ambos trabajado-
res, se verifi caba que ambos procedían de 
empresas de origen dis  ntas que se habían 
fusionado. Ambas empresas tenían un per-
fi l dis  nto, habían generado califi caciones 
dis  ntas y las remuneraciones procedían de 
negociación colec  va dis  nta.

b) La categoría o nivel ocupacional al que per-
tenecen ambos trabajadores: La Corte se ha 
referido aquí a que los trabajadores no solo 
deben pertenecer a una misma categoría, 
sino que, dentro de ésta, estén califi cados 
en un nivel similar. Si ello no se da, será di-
 cil exigir un salario igual. En este aspecto, 

debe tenerse en cuenta que, si un trabajador 
considera que no está correctamente califi -
cado, deberá solicitar previamente su reca-
tegorización y, luego de ello, su comparación 
salarial obje  va con otro trabajador.

c) La an  güedad laboral en la empresa: Este 
concepto es de claro entendimiento y bus-
ca valorar a la experiencia como un factor 
que, potencialmente, podría determinar un 
dis  nto nivel de produc  vidad por parte del 
trabajador.

d) Las labores realizadas por cada trabajador: 
Este elemento es hegemónico, pues permite 
dis  nguir con suma claridad si estamos ante 
trabajadores que realizan tareas obje  va-
mente iguales y con similar grado de aporte 
a su empleador. Estas labores son, en bue-
na cuenta, la prestación que será retribuida 
dentro de la fórmula del contrato de trabajo.

e) Una correcta diferenciación disgregada en-
tre los conceptos remunera  vos que perci-
ben ambos trabajadores: En este punto es 
importante recordar que, muchas veces, el 
salario de los trabajadores está compuesto 
por dis  ntos elementos que pueden ser re-
muneraciones básicas o variables, así como 
conceptos remunera  vos y no remunera  -
vos. Estos componentes no son di  ciles de 

iden  fi car; sin embargo, el análisis de la re-
muneración reviste mayor complejidad y así 
se denota del caso que originó la casación 
bajo análisis. En dicho caso, los trabajado-
res habían sido acreedores de “inserciones” 
en su sueldo básico, de manera histórica. 
Esto quiere decir que algunos trabajadores 
percibieron bonifi caciones especiales que 
otorgaban sus respec  vas empresas de ori-
gen y que luego, por acuerdos en convenios 
colec  vos, fueron incorporándose al sueldo 
básico. Esto, con el paso de los años, generó 
diferencias que, como hemos observado, se 
basan también en causas obje  vas que de-
ben ser analizadas en forma cronológica.

Observamos que la Corte Suprema ha realizado 
un importante aporte basado en criterios espe-
cífi cos obje  vos, que permiten hacer un análisis 
compara  vo metódico de una eventual situación 
de trato desigual y que otorgan diversas pautas 
que permi  rían analizar casuís  camente si nos 
encontramos o no ante una situación ilegal. En 
esta línea, se puede extraer de la sentencia que la 
evaluación de estos casos debe estar dirigida a de-
terminar la equiparación real de dos trabajadores, 
entendida esta igualdad como aquella correspon-
diente a años de experiencia, a las funciones que 
realiza, a las capacitaciones con las que cuenta, 
entre otros factores. 

Esta posición es también expuesta por Blancas 
Bustamante, quien sustenta que el derecho a la 
igualdad se confi gura más bien como una “técnica 
de control” dirigida a constatar la razonabilidad de 
las diferencias que introduzca el legislador o los ór-
ganos de aplicación de las normas (2007, p. 143).

En esta línea, puede sustentarse que el pago de 
remuneraciones dis  ntas a trabajadores que, in-
clusive cuentan con categorías similares, no impli-
ca, por sí mismo, un supuesto de desigualdad irra-
cional. Por el contrario, existen causas obje  vas y 
razonables, tales como el desarrollo de diversas 
funciones, la an  güedad laboral o la experiencia 
y responsabilidades dis  ntas entre trabajadores. 
Estos criterios son estrictamente obje  vos y son 
abordados, en forma técnica, desde la perspec  -
va de las compensaciones en recursos humanos, 
tal como abordaremos en líneas posteriores.

Durante los años 2017 a 2019, la Autoridad Admi-
nistra  va de Trabajo ha elaborado y publicado una 
serie de normas que buscan formalizar y fi scalizar 
diversos mecanismos dirigidos a garan  zar la equi-
dad salarial en nuestro país. En este contexto, en 
la actualidad, nuestro país cuenta con regulación 
específi ca rela  va a la igualdad salarial, que puede 
consolidarse de la manera siguiente:
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– Ley 30709, que prohíbe discriminación re-
munera  va entre varones y mujeres 

 Esta norma dispuso que sea obligatorio para 
las empresas de contar con una polí  ca clara 
de remuneraciones que permitan la materia-
lización del principio de igual remuneración 
por igual trabajo entre hombres y mujeres, 
la cual implica la elaboración e iden  fi cación 
de un documento que contenga las funcio-
nes y categorías de los trabajadores de la 
empresa. 

 Además, esta norma prohíbe expresamente 
el despido o no renovación de trabajadoras 
embarazadas o en período de lactancia, por 
mo  vos vinculados con dicha condición. Se-
ñala también que la reducción de la remune-
ración y categoría por estas mismas causas 
es un acto de hos  lidad, así como también 
lo es el incumplimiento de los requisitos 
obje  vos para la promoción o ascenso del 
personal.

– Decreto Supremo 002-2018-TR, que aprue-
ba el reglamento de la Ley y dispone que co-
rresponde a SUNAFIL expedir las direc  vas y 
protocolos necesarios para la fi scalización

 Esta norma señala que el empleador debe 
evaluar y agrupar los puestos de trabajo en 
cuadros de categorías y funciones aplicando 
criterios obje  vos, en base a las tareas que 
entrañan, a las ap  tudes necesarias para 
realizarlas y al perfi l del puesto. La evalua-
ción obje  va de los empleos puede llevarse 
a cabo por medio de cualquier metodología 
elegida por el empleador, siempre que no 
esta no involucre discriminación directa o 
indirecta por mo  vo de sexo. 

 Este decreto señala que, cuando se alegue 
que los puestos de trabajo no son iguales, 
puede considerarse los perfi les de los tra-
bajadores implicados. Incluso dentro de una 
negociación colec  va, las remuneraciones 
y benefi cios de cualquier índole deben res-
petar los criterios establecidos en la norma 
bajo comentario sin incurrir en prác  cas dis-
criminatorias.

 A través de esta norma, se ha hecho especial 
énfasis en que, por excepción, los trabajado-
res pertenecientes a una misma categoría 
pueden percibir remuneraciones diferentes, 
cuando dichas diferencias se encuentren 
jus  fi cadas en criterios obje  vos, entre los 
cuales se encuentran la an  güedad, el des-
empeño, la negociación colec  va, la escasez 

de oferta de mano de obra califi cada para un 
puesto determinado, el costo de vida, la ex-
periencia laboral, el perfi l académico o edu-
ca  vo, el lugar de trabajo, entre otros. Como 
observamos, se aborda el aspecto de la des-
igualdad razonable, bajo criterios similares a 
los determinados por la Corte Suprema. 

– Resolución Ministerial 243-2018-TR, que 
aprueba la Guía para la Igualdad Salarial

 Esta norma con  ene las pautas referenciales 
que pueden ser u  lizadas por las empresas 
para evaluar puestos de trabajo y defi nir el 
cuadro de categorías y funciones. Este do-
cumento aprueba también el modelo de 
cuadro de categorías y funciones, así como 
el contenido mínimo referencial de la polí  -
ca salarial que debe incluir la estructura de 
cargos y salarios, la remuneración para cada 
puesto de trabajo, los criterios o lineamien-
tos para el otorgamiento de los dis  ntos 
conceptos que se abonan al personal. Del 
mismo modo, dispone la inclusión de las 
estadís  cas salariales de la organización di-
ferenciadas por sexo, y la estructura salarial 
que muestre una distribución de trabajado-
res. Finalmente, indica que, una vez iden  fi -
cadas las brechas salariales, la empresa debe 
implementar una polí  ca salarias orientada 
a eliminarlas. 

– Resolución de Superintendencia 111-2019- 
SUNAFIL, mediante la cual se dispuso la pu-
blicación del proyecto denominado Proto-
colo para la Fiscalización de las Obligaciones 
en Materia Remunera  va previstas en la Ley 
30709 y la Resolución de Superintenden-
cia 168-2019- SUNAFIL, mediante la cual se 
aprueba el mismo protocolo

 Este protocolo  ene como obje  vo promo-
ver el cumplimiento de las obligaciones en 
materia remunera  va que derivan de la Ley 
y su Reglamento, y garan  zar la aplicación 
sistemá  ca de los instrumentos norma  vos 
desde la inspección de trabajo. 

 Bajo esta línea, las empresas deben imple-
mentar lo siguiente:

 Primero, un cuadro de categorías y funcio-
nes que debe contener tres elementos mí-
nimos: (i) puestos de trabajo incluidos en 
la categoría; (ii), descripción general de los 
puestos de trabajo; y (iii) jerarquización de 
las categorías, en base a la valoración del 
puesto y la necesidad de la ac  vidad econó-
mica de la empresa. 



TH
EM

IS
 7

5 
|  R

ev
ist

a 
de

 D
er

ec
ho

K
a

r
la

 Z
u

ta
 P

a
la

c
io

s

69

THĒMIS-Revista de Derecho 75. 2019. pp. 63-74. ISSN: 1810-9934

 Segundo, una polí  ca salarial que permita 
cierto grado de predic  bilidad respecto a 
a las mejoras salariales a las que eventual-
mente pueda acceder el trabajador y los 
presupuestos para que ello ocurra. No es ne-
cesario que se especifi que los montos de las 
bandas salariales y debe ser comunicada en 
las oportunidades siguientes: (i) Al momento 
del ingreso del trabajador a la empresa; (ii) 
cuando se produzca una modifi cación de la 
categoría ocupacional; y (iii) cuando se efec-
túe una modifi cación del esquema de remu-
neración que les aplique. 

Se evidencia nuevamente que existe un criterio e 
interés unánime por prevenir supuestos de vulne-
ración a la igualdad salarial y, para ello, la Autori-
dad Administra  va de Trabajo fi scaliza desde este 
año que cada empleador cumpla, no solo con el 
pago de remuneraciones equita  vas, sino que los 
trabajadores tengan conocimiento de diversos ele-
mentos, tales como su posición en el cuadro cate-
gorías, sus posibilidades y requisitos para obtener 
un aumento en su remuneración y los criterios de 
la valoración del puesto que ocupan. Esto no solo 
permi  rá un nivel de conocimiento dis  nto, sino 
que generará que los empleadores otorguen una 
adecuada valoración de los puestos de trabajo.

V. POLÍTICA SALARIAL Y GESTIÓN DE LA RE-
MUNERACIÓN

Las pautas que hemos revisado nos llevan al cues-
 onamiento inmediato sobre cómo lograr estable-

cer polí  cas salariales que se centren en una apli-
cación obje  va de criterios que tengan en cuenta 
un trato igual y justo para determinar la remunera-
ción de cada trabajador.

Desde el punto de vista de los recursos humanos, 
la contraprestación por el trabajo realizado es 
entendida como el conjunto de las recompensas 
cuan  fi cables que recibe un empleado por su tra-
bajo, e incluye tres componentes. El primer com-
ponente, que es el de mayor importancia, es el sa-
lario base, esto es, la can  dad fi ja que recibe nor-
malmente el trabajador, en una unidad de  empo, 
que puede ser mensual, quincenal o semanal. El 
segundo componente de la retribución total está 
formado por los incen  vos salariales, es decir, 
programas diseñados para recompensar a los em-
pleados con altos niveles de rendimiento. Estos in-
cen  vos pueden adoptar muchas formas. El úl  mo 
componente de la retribución total está formado 
por las prestaciones sociales, a veces denominadas 
retribuciones indirectas, las cuales incluyen una 
gran variedad de programas. Por ejemplo, segu-
ros médicos, vacaciones o subsidio de desempleo 
(Gómez-Mejía, Balkin y Cardy, 2018, p.374).

En forma general, un salario justo es aquel que 
cumple con ser equita  vo. Ahora bien, al momen-
to de establecer una polí  ca salarial equita  va, 
debe tenerse cuenta dos aspectos:

– Equidad interna, aquella que hace referen-
cia a lo que se considera justo dentro de 
la estructura retribu  va de una empresa. 
Guarda directa relación con el modelo de 
jus  cia distribu  va, la cual sos  ene que los 
trabajadores contribuyen con la empresa a 
través de sus habilidades o esfuerzo. Se con-
siderará que existe una polí  ca justa, cuando 
la relación entre la prestación y sus resulta-
dos (pago) sea equivalente a la de otros em-
pleados cuyos puestos de trabajo exijan un 
esfuerzo similar. 

– Equidad externa, que está referida a lo que 
se considera una remuneración justa con 
respecto a lo que pagan otras empresas por 
la prestación de un trabajo igual. En esta 
forma de equidad, resulta de aplicación el 
modelo del mercado laboral, el cual consiste 
en la defi nición mayor o menor que hace el 
empleador del salario, a par  r de la oferta 
y la demanda que existe de un determina-
do puesto, en empresas de similar rubro. En 
otras palabras, la equidad externa implica 
que el salario de un trabajador no difi era ex-
cesiva ni injus  fi cadamente del que se suele 
pagar por esa labor en otras empresas, se-
gún las leyes del mercado. 

Como apreciaremos a con  nuación, la equidad 
interna puede adoptar un modelo retribu  vo en 
función del puesto de trabajo. Para ello, se deberá 
tener en cuenta dos etapas. La primera etapa con-
siste en la evaluación del puesto de trabajo. Gó-
mez-Mejía, Balkin y Cardy proponen que esta eta-
pa se divida en seis fases que contribuirán con una 
adecuada califi cación del puesto (2018, p. 399): 

Fase 1: Análisis del puesto de trabajo. Consiste en 
recopilar y organizar la información rela  va a las 
tareas, obligaciones y responsabilidades que co-
rrespondan a un puesto específi co, recurriendo, in-
clusive, a entrevistas con los propios trabajadores.

Fase 2: Redacción de la descripción del puesto de 
trabajo. Se toman en cuenta los datos del análi-
sis del puesto para generar un documento escrito 
que iden  fi ca, defi ne y describe cada puesto en 
función de sus obligaciones, responsabilidades, 
condiciones laborales y especifi caciones. Este do-
cumento es denominado descrip  vo del puesto. 

Fase 3: Determinación de las especifi caciones
del puesto. Se trata de hacer referencia a las
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derá de la capacidad económica de cada empresa 
para defi nir sus bandas salariales y si es que éstas 
pretenden ser compe   vas en el mercado. Este 
segundo nivel sobrepasa la igualdad salarial que 
está bajo análisis. 

No olvidemos que los criterios de equidad interna 
pueden ser muchas veces impactados o afectados 
por factores sobrevinientes, tales como la nego-
ciación colec  va o el pago de bonifi caciones (por 
ejemplo, por destaque, trabajo en altura, traba-
jo nocturno), por lo que, al momento de realizar 
compara  vos, debe analizarse estas circunstancias 
en forma global, tal como ocurre en los casos de 
demandas por homologación salarial, como anali-
zaremos a con  nuación.

Las pautas detalladas permi  rán iden  fi car la am-
pliamente mencionada diferenciación obje  va en-
tre los trabajadores, pues otorga factores cuan  fi -
cables de valorización de sus labores, a par  r de la 
minuciosa descripción de los puestos que estarían 
bajo análisis.

VI. ASPECTOS PROCESALES SOBRE IGUALDAD 
SALARIAL

Hasta este punto, hemos analizado algunos facto-
res medulares que permi  rán una mejor dinámica 
en la determinación de remuneraciones equita-
 vas. Sin embargo, siempre podrían subsis  r cir-

cunstancias que generen la percepción de injus  cia 
hacia algún trabajador. Ante ello, quien considere 
ser afectado por un trato desigual injus  fi cado, ten-
drá habilitada la posibilidad de recurrir a la autori-
dad administra  va de trabajo o ante un juez laboral 
para rever  r esta situación. Para que ello ocurra, 
el trabajador deberá realizar una adecuada cons-
trucción de su teoría del caso y ofrecer las pruebas 
per  nentes a acreditar el supuesto de desigualdad. 
Nos explicamos. La pretensión en una demanda 
está compuesta por un pe  torio y sus fundamen-
tos. En tal sen  do, la postulación a un proceso que 
solicite la homologación salarial como pretensión, 
debe, contar con la siguiente estructura: 

– Un pe  torio concreto, que indique cuál es la 
remuneración o el reintegro o nivelación que 
se solicita.

– Una fundamentación clara que destaque 
respecto a quién se pide la homologación y 
cuál es el factor que determinaría la existen-
cia de un trato desigual injusto.

Estas premisas  enen especial importancia en el 
marco de aplicación de  la Ley 29497, Nueva Ley 
Procesal del Trabajo, pues su ar  culo 23.1 seña-
la que la carga de la prueba corresponde a quien 

cualidades necesarias que debe poseer un em-
pleado para realizar el trabajo correctamente. 
Estos requisitos parten del análisis del puesto, y 
sus especifi caciones suelen ser muy concretas en 
cuanto a la experiencia requerida, el nivel de for-
mación, capacitaciones, etc. 

Fase 4: Establecimiento del valor rela  vo de to-
dos los puestos a par  r de un sistema predeter-
minado. La valoración del puesto de trabajo suele 
llevarse a cabo por un comité que se sugiere esté 
conformado por tres a siete personas, entre las 
que puede encontrarse supervisores, directores, 
personal del departamento de recursos humanos y 
asesores externos. Aquí se emplean procedimien-
tos de evaluación, entre los cuales, el más arraiga-
do es el sistema de puntuación de factores. Los dos 
sistemas de puntuación de factores que cuentan 
con una aceptación casi universal son el Sistema 
Hay (Hay Guide Chart Profi le Method) y el Plan Na-
cional de Evaluación de Puestos (Na  onal Posi  on 
Evalua  on Plan). Por ejemplo, la metodología Hay, 
u  liza tres factores para evaluar los puestos: i) sa-
ber hacer, ii) capacidad para solucionar problemas 
y iii) responsabilidad. 

Cada uno de los factores enunciados  ene asigna-
da una escala de valores y niveles o grados. A los 
factores más importantes, según el puesto a ocu-
par, se les da una puntuación elevada, mientras 
que a los de menor peso se les da una puntuación 
más baja. La suma de las dis  ntas puntuaciones 
permi  rá asignar un valor numérico al puesto.

Fase 5: Creación de una jerarquía de puestos. Se 
elaborará una lista de puestos en función a su valor 
rela  vo es  mado (del más alto al más bajo).

Fase 6: Clasifi cación de los puestos en función de 
los niveles salariales. La jerarquía de puestos de 
trabajo se traducirá en un número manejable de 
niveles, los cuales tendrán un valor que permita 
determinar dónde se van a situar las líneas de se-
paración entre los diferentes niveles. Esto permite 
que todos los puestos pertenecientes a un deter-
minado nivel tengan, en esencia, similar valor en 
cuanto a su importancia para la empresa. 

Como puede observarse, estas etapas nos permi-
ten realizar de manera efi ciente el procedimiento 
contenido en la Guía para la Igualdad Salarial, pues 
se basa en criterios obje  vos y cuan  fi cados que 
permi  rán situar a cada trabajador en una banda 
salarial acorde a principios de igualdad y de equi-
dad interna. 

Además, el empleador puede decidir también apli-
car simultáneamente criterios de equidad externa. 
Sin embargo, esto no es obligatorio, pues depen-
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afi rma hechos que confi guran su pretensión, o 
a quien los contradice alegando nuevos hechos, 
sujetos a reglas especiales de distribución de la 
carga probatoria. 

Así, para que el empleador de quien cues  ona 
la desigualdad salarial pueda ejercer su derecho 
a defensa deberá tener una clara noción de res-
pecto a quién se solicita la igualdad y presentar 
toda la documentación per  nente, que permita 
demostrar que la diferencia salarial  ene razones 
obje  vas como las que hemos analizado ante-
riormente y que, por tanto, ello ha sido un factor 
determinante para que dicha desigualdad se en-
cuentre jus  fi cada.

Si esto úl  mo no ocurre, será aplicable el ar  culo 
23.5 de la referida ley, que prescribe que, en aque-
llos casos en que de la demanda y de la prueba 
actuada aparezcan indicios que permitan presu-
mir la existencia del hecho lesivo alegado, el juez 
debe dar por cierto, salvo que el demandado haya 
aportado elementos sufi cientes para demostrar 
que existe jus  fi cación obje  va y razonable de las 
medidas adoptadas y de su proporcionalidad. En 
otras palabras, esto implica que si el trabajador 
logra probar una diferenciación que lo ha perju-
dicado, es el empleador quien debe acreditar un 
mo  vo válido. 

Como señalan Vinatea Recoba y Toyama Miyagu-
suku, las disposiciones sobre la distribución de la 
carga de probatoria  enen por principal obje  vo 
que el juzgador pueda contar con un incues  o-
nable sustento legal para exigir que las partes del 
proceso demuestren una ac  va par  cipación y 
defensa de sus posiciones, pues la responsabilidad 
de acreditar sus afi rmaciones ha sido expresamen-
te indicada en la nueva norma  va y el no cumpli-
miento de lo dispuesto deberá traducirse en fallos 
desfavorables para la parte que no cumplió con su 
carga probatoria (2012, p. 153). 

En esta misma línea manifi esta Malca Guaylupo 
(2007) que existe normalmente una iden  fi cación 
de principio entre el objeto de la prueba y el objeto 
de la alegación. Así también existe una estrecha co-
rrelación entre la carga de la alegación y la carga de 
la prueba, conforme al conocido principio, según 
el cual, para demostrar un hecho en el proceso, es 
menester haberlo afi rmado, sea el actor en la de-
manda, o bien el demandado en la contestación. 

Ahora bien, es de especial importancia también 
determinar cuál será la consecuencia de este aná-
lisis. Si el empleador logra demostrar que la dife-
rencia de trato remunera  vo entre un trabajador y 
otro es obje  va y obedece a los criterios medibles 
que hemos referido, no debería suceder con  n-

gencia alguna, sin embargo, si no otorga razones 
documentadas y coherentes que jus  fi quen la 
diferencia salarial, no solo se determinará la exis-
tencia de un trato desigual injus  fi cado, sino que 
podría asumirse que estamos ante una situación 
de discriminación directa. Este úl  mo caso es más 
delicado, pues implica la posibilidad de estar ante 
actos de hos  lidad y no solo podría ordenarse el 
reintegro de remuneraciones, sino inclusive, el 
pago de una indemnización. 

Así, luego de determinar el trato desigual injus  fi -
cado, y solo si ha sido expresamente solicitada la 
declaración de trato discriminatorio, el juez deberá 
verifi car si existe una intencional vulneración basa-
da en la pertenencia a un grupo determinado. 

Por ejemplo, si un trabajador ha denunciado que 
percibe un sueldo menor al de sus compañeros de 
labores debido a que lo discriminan por su edad 
y pide el reintegro de sus remuneraciones, debe-
rá señalar expresamente a un trabajador par, que 
ob  ene el sueldo mayor. Ante ello, el empleador 
tendrá el deber de jus  fi car los mo  vos por los 
que el demandante percibe un sueldo menor, ya 
sea por experiencia, por capacitaciones, por fun-
ciones u otros factores obje  vos. Si la jus  fi cación 
es coherente, la demanda debería ser declarada 
infundada. Sin embargo, si no existe sustento para 
la diferenciación, no solo estaremos ante un tra-
to diferenciado no jus  fi cado, sino que, además, 
podría presumirse la existencia de la denunciada 
discriminación. 

Para este nivel de análisis, el juzgado deberá en-
focarse en grupos. Así, si el empleador demuestra 
que existen otros trabajadores de similar nivel y 
edad que el demandante, que perciben similar o 
mejor remuneración, la premisa de discriminación 
por edad quedará descartada. Sin embargo, si se 
verifi ca que el trabajador demandante percibe 
un sueldo por debajo de los demás, pese a estar 
mejor califi cado, podría generar presunciones en 
contra del empleador. 

En estos casos, quien denuncia los hechos  ene 
la carga de la prueba, que puede consis  r en el 
pedido de exhibicionales y el empleador debe de-
mostrar que los hechos atribuidos  enen una ex-
plicación que permite jus  fi car en forma obje  va 
la diferenciación salarial. Si no lo hace, se genera-
rán conclusiones en su contra y, por tanto, el juez 
ordenará la nivelación salarial. 

Situación similar ocurre en el caso de las inspec-
ciones que realice la Superintendencia Nacional 
de Fiscalización Laboral (Sunafi l), que, ante algu-
na denuncia, requerirá al empleador que acredite
las razones por las cuales exis  rían diferencias
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remunera  vas entre dos o más de trabajadores de 
una similar categoría. Frente a esta situación, an-
tes que nada, será importante presentar la polí  ca 
salarial y el cuadro de categorías y funciones que 
permi  rán verifi car si los mo  vos de la desigual-
dad son jus  fi cados o no.

De no acreditarse la implementación de los docu-
mentos antes mencionados y si, además, se verifi -
ca la existencia de una desigualdad remunera  va 
injus  fi cada, la empresa inspeccionada enfrentará 
la imposición de cuantas multas correspondan de 
acuerdo a la ley. 

Es importante también incidir en que, ya sea ante 
el Poder Judicial o ante Sunafi l, cuando el emplea-
dor no exhibe las razones obje  vas de la diferencia 
salarial entre dos trabajadores que serían iguales, 
se puede llegar a presumir ya no solo el trato des-
igual, sino también una presunta conducta discri-
minatoria, si es que el trabajador afectado se en-
cuentra en alguno de los supuestos enunciados en 
el ar  culo 2 de la Cons  tución, y si hubiese sido 
perjudicado por tal mo  vo. 

VII. REFLEXIONES FINALES 

Como hemos señado al iniciar este ar  culo, la pro-
tección del derecho a la igualdad de los trabajado-
res ha evolucionado en nuestro país en los úl  mos 
años. Así, si observamos los dis  ntos instrumentos 
norma  vos y jurisprudenciales a nivel de trato re-
munera  vo, adver  mos que el panorama es claro 
y se resume en la exigencia de que los empleado-
res implementen mecanismos que permitan apre-
ciar en forma concreta la determinación de los 
salarios, a par  r de factores obje  vos. No hacerlo 
puede generar múl  ples con  ngencias, tales como 
la sanción pecuniaria que puede imponer la auto-
ridad administra  va de trabajo y la interposición 
de demandas en las que se reclame nivelación sa-
larial, pago de devengados e, inclusive, el pago de 
una indemnización en caso se demuestre la exis-
tencia de discriminación.

Sin embargo, consideramos que la implementación 
de los mecanismos propuestos debe trascender a 
la sola prevención de inspecciones o juicios. Es im-
portante reducir brechas para mejorar la calidad 
en el procedimiento retribu  vo a los trabajadores. 
Con ello, no solo se cumplirá un fi n social, sino que 
también se logrará la mejora la produc  vidad y la 
calidad del trabajo en las empresas.

El Informe Mundial Sobre Salarios 2016-2017, de 
la OIT, señala que el perfi l de los trabajadores solo 
puede explicar una parte de la desigualdad sala-
rial existente a la fecha y destaca que un creciente 
número de estudios ha documentado los grandes 

aumentos de salario de quienes se encuentran en 
la cúspide de la pirámide salarial, lo cual no puede 
explicarse por las diferencias en factores perso-
nales observables como el nivel de estudios o los 
años de experiencia. 

Es importante también prestar atención a la bre-
cha salarial entre hombres y mujeres, pues es la 
más importante existente a la fecha y esto no solo 
impacta a la retribución en sí, sino también en el 
acceso al empleo. El mismo informe de la OIT des-
taca que la proporción de mujeres en las catego-
rías ocupacionales más bajas es casi en todas par-
tes mucho más alta que la proporción de mujeres 
en las categorías ocupacionales más altas (como 
directoras ejecu  vas o gerentes corpora  vas). Sin 
embargo, dentro de las categorías profesionales, 
y en casi todos los países, las mujeres ob  enen 
puntuaciones tan o más altas en educación que 
los hombres. A pesar de esto, para casi todas las 
categorías profesionales y en casi todos los países, 
la brecha salarial de género sigue siendo posi  va y 
considerable. 

Esta situación genera que, pese a que pueda exis-
 r un orden de categorías y de bandas salaria-

les, en tanto no exista el mismo nivel de acceso 
a determinadas funciones, la brecha persis  rá. 
Observamos pues, que aún quedan asuntos pen-
dientes para mejorar las polí  cas remunera  vas 
en el ámbito del trato igualitario. Sin embargo,
los avances en nuestro país son importantes, ya 
que nos permiten atender obje  vamente situa-
ciones diversas, tanto para defi nir la can  dad de 
la remuneración, como para establecer las condi-
ciones de acceso a promociones y contratación de 
los trabajadores, independientemente de cues-
 ones subje  vas como las que hemos citado en 

líneas anteriores.

Para lograr esto úl  mo, se propone la implementa-
ción de metodologías de clasifi cación y valoración 
de puestos similares a la expuesta en el presente 
documento, pues ello permi  rá apreciar en forma 
concreta la existencia de factores obje  vos de di-
ferenciación salarial. 

VIII. CONCLUSIONES

Hemos señalado al principio que el derecho a la 
igualdad ha evolucionado en cuanto a su análi-
sis y alcances. En esta línea, podemos concluir lo
siguiente:

– El derecho a la no discriminación no se en-
cuentra reñido con el derecho a la igualdad; 
sin embargo, se trata de ins  tuciones dis  n-
tas, que suscitan un análisis diferenciado. 
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– El derecho a la igualdad implica que se otor-
gue un mismo trato a quienes comparten 
iguales caracterís  cas y que se diferencie, 
válidamente, a quienes a través de un hecho 
obje  vo se dis  ngan. Se trata, en suma, de 
garan  zar para todos una igualdad de trato y 
criterios. 

– El derecho al trato igual en el centro de traba-
jo  ene dis  ntos ma  ces (por ejemplo, el ac-
ceso al empleo y la oportunidad de desarrollo 
interno). Uno de los ma  ces más importantes 
es el del derecho a la igualdad salarial.

– Este úl  mo derecho es de alcance comple-
jo y siempre debe analizarse teniendo en 
cuenta la comparación de factores obje  vos, 
tales como la categoría de los trabajadores, 
las labores que realizan, sus capacitaciones, 
an  güedad, entre otros.

– En nuestro país se ha implementado un pa-
quete norma  vo dirigido a garan  zar la equi-
dad remunera  va, a través de la transparen-
cia en las polí  cas salariales y los cuadros de 
categorías y funciones de las empresas. 

– Cuando un trabajador invoca la vulneración 
de su derecho a la igualdad, debe referir de 
manera exacta respecto a quién solicita la 
comparación, así como la remuneración que 
solicita.

– Cuando un empleador es demandado o de-
nunciado por vulnerar el derecho a la igual-
dad remunera  va, debe demostrar las cau-
sas obje  vas que jus  fi can el trato desigual 
entre los trabajadores cuya comparación 
haya sido solicitada.

- Cuando se verifi ca la existencia de trato re-
munera  vo desigual entre dos trabajado-
res, existe la posibilidad de que también se 
impute al empleador el haber incurrido en 
discriminación salarial; esto siempre que sea 
presumible que la diferenciación se debe, 
total o parcialmente, a la pertenencia a algu-
no de los grupos referidos en el ar  culo 2 de 
la Cons  tución. 

– Es muy importante que las empresas ten-
gan claramente defi nidos los criterios que 
siguen para establecer la remuneración de 
sus trabajadores a par  r de metodologías 
confi ables y valoración de puestos, pues ello 
contribuye a contar con legí  mos criterios 
obje  vos de diferenciación salarial.

– Si bien se aprecian grandes avances para re-
ducir las brechas salariales en nuestro país, 
quedan aún asignaturas pendientes relacio-
nadas con el acceso al empleo o a puestos 
de trabajo de alta dirección en donde se con-
centran los salarios mejor pagados.

– Los empleadores deben, si no lo han hecho 
aún, implementar polí  cas salariales trans-
parentes que permitan apreciar la obje  vi-
dad en el pago de salarios, en el acceso al 
empleo y en las promociones internas.  
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